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  PRESENTACIÓN




 Este libro es el resultado de la integración de esfuerzos de investigación de los profesores del Área de Derecho Público de la Universidad del Norte, quienes trabajamos sobre temas que generan controversia por las tensiones que se producen en torno a las actuaciones del Estado.




 Con este interés común presentamos a continuación los objetivos propuestos por cada uno de los investigadores para el desarrollo de sus trabajos. En A propósito de la sanción administrativa, los profesores María Lourdes Ramírez y Hernando Aníbal Bendek estudian la figura de la sanción administrativa, iniciando por el concepto general del cual se desprende: el ius puniendi del Estado. Luego se centran en el concepto mismo y sus elementos, y por último analizan las reglas extraídas básicamente de la jurisprudencia de la Corte Constitucional que abordan la cuestión, para concluir que la sanción administrativa es el pilar de este campo de intervención de la administración, que se ha desarrollado a partir de las necesidades que se plantean, y no tanto por una iniciativa legislativa o científica sobre el particular.




 En Control disciplinario ¿incontrolable?, el profesor Juan Pablo Sarmiento muestra la manera en que la jurisdicción contencioso administrativa parecería haberse mostrado más prudente o más activa ante el control de legalidad de los actos que emite el Ministerio Público en ejercicio de su función de control disciplinario. Para lograr su objetivo, el autor realiza una breve presentación de la naturaleza jurídica del acto administrativo disciplinario y sus mecanismos de control, para luego dar un vistazo a algunas sentencias del Consejo de Estado como órgano de cierre de control de legalidad.




 Luego de estas investigaciones sobre control disciplinario y sanciones administrativas, pasamos al análisis de diversas actuaciones que en el Estado dan lugar al establecimiento de controles para observar y sopesar los alcances del poder estatal. En ese sentido, encontramos en El control ambiental sobre la actividad minera legal en Colombia que la profesora Luz Elena Agudelo, a propósito del debate sobre la minería en el país, insiste en que la minería en sí misma no es “sostenible”, pero además en que en Colombia el deficiente control y la ausencia de cuidado no se compadecen con el desenfrenado fomento al aumento de la industria minera por parte del Estado, proceso en el que se desconocen, sobre todo, los impactos ambientales que genera. Esta posición la fundamenta realizando una aproximación a la minería y al desarrollo sostenible, posteriormente aborda los condicionamientos ambientales de la industria minera, y finalmente presenta algunos aspectos de la minería en el Plan Nacional de Desarrollo 2010-2014 que han sido incumplidos, particularmente los relacionados con el control ambiental de dicha actividad.




 En el mismo orden, la profesora Judith Echeverría Molina presenta en Control del consumo en los servicios públicos domiciliarios: regulación tarifaria y estratificación, mecanismos para la focalización de los subsidios, el alcance de los conceptos de tarifas, subsidios y estratos socioeconómicos, que se encuentran inmersos en el marco tarifario para los servicios públicos domiciliarios, previstos en la Ley 142 de 1994.




 De la actividad minera y de servicios públicos, pasamos a la investigación de la profesora Viridiana Molinares Hassan, Control judicial: de la crítica sobre su legitimidad democrática a la construcción de nuevas formas de democracia deliberativa, en la que describe cómo surgió, ha evolucionado y en qué estado se encuentra en Colombia el ejercicio del control judicial de constitucionalidad. En su trabajo da cuenta de que a partir del modelo de justicia dialógica que ha venido desarrollando la Corte Constitucional colombiana se pueden desvirtuar las críticas sobre su ilegitimidad y, por el contrario, se pone en evidencia cómo desde este modelo se promueven tanto importantes como innovadores escenarios de participación ciudadana que dan cuenta de espacios de democracia deliberativa.




 Continuando con la presentación de los resultados de investigaciones, encontramos el estudio Equilibrio económico y financiero del contrato y responsabilidad contractual del Estado, del profesor José Antonio Causa, en el que muestra que las entidades estatales, a través de sus servidores, están obligadas a cumplir el principio de planeación, fundamental para asumir compromisos específicos en materia contractual en sus diferentes momentos, particularmente en la fase precontractual, lo que conlleva la necesidad de elaborar, previo a un proceso de contratación, estudios, diseños, análisis serios y completos y demás gestiones que permitan definir con certeza las condiciones del contrato a celebrar y del proceso de selección pertinente, todo ello con el fin de evitar conflictos contractuales provenientes, entre otros, de la mayor onerosidad en la ejecución de un contrato que, en últimas, podría declinar en investigaciones como la fiscal, en particular si de la falta de planeación se concluye detrimento injustificado al patrimonio público.




 Y, finalmente, no podría ser ajeno el tema del control político dentro de un Estado democrático, que presenta el profesor Ángel Tuirán en El control político en concejos y asambleas. Implementación del sistema de controles y contrapesos en el nivel local. En su investigación, el profesor Tuirán describe la importancia de este control para un sistema democrático a partir del estudio de sus antecedentes a nivel general, y de sus características en el marco constitucional y legal colombiano, como insumo para el entendimiento de las funciones de control político reconocidas a las corporaciones públicas locales, como lo son las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales.




 Al finalizar nuestras investigaciones y luego de la socialización de los resultados entre el grupo de profesores que iniciamos este proyecto, concluimos que los procesos sobre las actuaciones del Estado revisten una complejidad que da cuenta de la necesidad de conocimiento, análisis y reflexión para ubicar a ciudadanos y funcionarios públicos en las particularidades de cada proceso, con miras a lograr una efectiva articulación de esfuerzos que impida la dilación de las funciones del Estado y, por el contrario, se orienten al cumplimiento de sus funciones.
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  María Lourdes Ramírez Torrado2
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  INTRODUCCIÓN




 El sentido y alcance de la sanción administrativa, como cualquier otra figura jurídica, dependen del escenario al que se enfrente. Así, en el modelo liberal, esta institución era escasamente usada, en tanto era utilizada para sancionar a las personas que alteraban el orden público, siendo el mantenimiento de este el objetivo principal de este modelo estatal. Sin embargo, esta forma de estado sucumbió a consecuencia de las limitaciones de sus cimientos, que lo obligó a realizar un giro trascendental en su actividad, por lo que debió adoptar medidas positivas y realizar actividades impensables otrora, caso de la prestación de servicios públicos, planeación, ordenación, regulación. Este vuelco de las finalidades del Estado también se reflejó en la ampliación del concepto de orden público (sinónimo hasta entonces de seguridad), e involucró otros elementos necesarios para logar la sana convivencia en la sociedad.




  Junto a estos cambios, a la Administración se le revistió de poderes para realizar de una mejor manera su gestión, caso de la inspección, vigilancia y la titularidad de la potestad sancionadora a un número extendido de autoridades administrativas. Este trayecto que ha venido recorriendo la potestad sancionadora de la Administración y su elemento central, la sanción, se encuentra con una institución como es la de los derechos humanos, la que ha obligado a replantear, en muchos aspectos, el ejercicio del derecho, y sobre todo la acción del poder punitivo del Estado: el ius puniendi. Así las cosas, el incremento de las acciones y poderes de la Administración, y la necesidad de que sus actuaciones se adecuen al respeto de los derechos humanos, ha generado una rama del derecho que es relativamente joven: el derecho administrativo sancionador, que cada vez más se encuentra presente en la vida de los administrados, demanda la atención de la doctrina y del legislador para la construcción y precisión de sus figuras y principios, y que se edifica sobre su cimiento más emblemático, como lo es la sanción administrativa.




  De este modo, en estas páginas nos proponemos estudiar la figura, arrancando por el concepto general del cual se desprende: el ius puniendi del Estado. Luego nos centraremos en el concepto mismo y sus elementos, y por último analizaremos las reglas extraídas básicamente de la jurisprudencia, de la Corte Constitucional, que abordan la cuestión. De lo que se concluye que la sanción administrativa es el pilar de este campo de intervención de la administración, que se ha desarrollado a partir de las necesidades que se plantean y no tanto por una iniciativa legislativa o científica sobre el particular.




  
1. LA POTESTAD SANCIONADORA DEL ESTADO




  El ius puniendi del Estado ha sido definido como el poder que ostentan las autoridades no solo penales, sino también administrativas, para el adecuado funcionamiento del aparato estatal. Entonces, en el poder sancionador se congregan, junto al derecho penal, otras modalidades del ejercicio sancionador, caso del contravencional o policivo (T-490/1992), disciplinario, correccional o correctivo (C-818/2005; T-1039-2006; C-853/2005), y al que la Corte Constitucional le ha agregado otra manifestación más: el derecho de punición por indignidad política o impeachment (C-214/1994; C-948/2002).




  De todas formas, y a pesar de la variedad de manifestaciones en que la actividad sancionadora puede traducirse, este ius puniendi responde a un poder único del Estado para ejercer la potestad sancionadora, aun cuando un poder haya nacido con antelación al otro, refiriéndonos al derecho penal y al administrativo respectivamente (C-506/2002).




  En la Constitución colombiana no existe una referencia directa y expresa sobre el poder sancionador de la Administración. Sin embargo, este se ha derivado principalmente del artículo 29 de la Constitución Nacional (CN), aun cuando otros artículos a lo largo del texto constitucional realizan referencias directas de los poderes punitivos de ciertos órganos, caso de la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República, el Consejo Superior de la Judicatura, o de modo indirecto en los artículos: “150.8, 189.21, 22, 24, 26, 209, 334, 365, 366 y 370” (C-595/2010).




  Este poder de la Administración se origina básicamente con el incremento de las funciones del Estado, ya que se pasa de un modelo no intervencionista a uno intervencionista, el del Estado social de derecho, en donde es necesario que la Administración esté revestida de una serie de poderes para alcanzar los fines que persigue en su nuevo rol. Y al mismo tiempo regula, a través de la amenaza de una sanción o de la entrega de un subsidio, las conductas de los individuos (C-639/2010).




  El poder sancionador de la Administración se traduce normalmente en la sanción correctiva y disciplinaria para reprimir las acciones u omisiones previstas en las infracciones (C-214/1994). En el caso de las sanciones disciplinarias, la finalidad principal “es la de salvaguardar la obediencia, la disciplina, la rectitud y la eficiencia de los servidores públicos” (C-818-2005). Y se manifiesta en “la potestad de los entes públicos de imponer sanciones a sus propios funcionarios, con el propósito de preservar los principios que guían la función administrativa señalados en el artículo 209 constitucional (moralidad, eficiencia, celeridad, igualdad, economía, imparcialidad y publicidad)” (C-818/2005). Aunque nada impide que se pueda sancionar disciplinariamente a particulares que cumplen funciones públicas o a profesionales que tienen determinados deberes especiales.




  En el segundo caso, la faceta correctiva, la facultad sancionadora de la Administración tiene una relación bastante estrecha con el poder de policía que ostenta aquélla para mantener el orden público (C-10/2003) y lo que éste lleva implícito: las condiciones de salubridad, tranquilidad y seguridad que se deben dar en el seno de una comunidad. Y en muchas ocasiones, este poder sancionador se ejerce luego del ejercicio de otras actividades, como son las de inspección y vigilancia (C-102/2011).




  Se distinguen la perspectiva correctiva de la disciplinaria, ya que la primera procura el buen funcionamiento de la administración pública, y lo logra a través del revestimiento de facultades, entre otras, sancionadoras, para la realización de sus funciones, mientras que la perspectiva disciplinaria procura la defensa de la imagen y prestigio de la entidad (C-1265/2005).




  A su vez, esta facultad sancionadora de la Administración se diferencia de la penal, pues busca proteger que no se quiebren los deberes que tienen los administrados con la Administración, y en la que la sanción más emblemática es la multa y nunca la privación de la libertad, además de que sus actos pueden ser revisados por la jurisdicción. Esto, sin pasar por alto que el poder penal se orienta hacia la preservación de los bienes sociales más amplios y en la consecución de los fines de tipo retributivo, preventivo o resocializador (C-506/2002).




  
2. SANCIÓN ADMINISTRATIVA




  García de Enterría define la sanción administrativa como “un mal infligido por la Administración a un administrado como consecuencia de una conducta ilegal” (2005, p. 163). En términos de Garrido Falla: “la sanción es un medio represivo que se pone en marcha precisamente porque la obligación no se ha cumplido” (2006, p. 193). A su vez, Bermejo Vera la ha calificado como:




  

  Una resolución administrativa de gravamen que disminuye o debilita —incluso elimina— algún espacio de la esfera jurídica de los particulares, bien porque se le priva de un derecho, bien porque se le impone un deber u obligación, siempre como consecuencia de la generación de una responsabilidad derivada de la actitud de los mismos. (2005 p. 81)







  Carretero Pérez y Carretero Sánchez se refieren a ella como: “un mal jurídico que la Administración inflige a un administrado, responsable de una conducta reprensible antecedente” (1995, p. 172). Por su parte, para Suay Rincón la sanción administrativa es:




  

  Un acto de gravamen, un acto, por tanto, que disminuye o debilita la esfera jurídica de los particulares, bien sea mediante la privación de un derecho (interdicción de una determinada actividad, sanción interdictiva), bien mediante la imposición de un deber antes inexistente (condena al pago de una suma de dinero: sanción pecuniaria) (1989, p. 27).







  En opinión de Gamero Casado, la sanción administrativa consiste en “la privación, restricción o suspensión de determinados derechos o bienes jurídicos del sujeto responsable de la infracción, precisamente como reacción —castigo— a la comisión de la misma” (2005, p. 365).




  En Colombia, Gómez Pavajeau (2004, p. 152) la define como el instrumento coactivo para hacer cumplir las medidas de policía. Es frecuente encontrar que se hace referencia a ella como una consecuencia o como finalidad de la potestad sancionadora de la Administración. En palabras de la Corte, se constituye:




  

  En la respuesta del Estado a la inobservancia por parte de los administrados de las obligaciones, deberes y mandatos generales o específicos que se han ideado para el adecuado funcionamiento y marcha de la Administración. [Y se ejerce] a partir de la vulneración o perturbación de reglas preestablecidas, pero que no obstante ese contenido represivo presenta una cierta finalidad preventiva. (C-595/2010)







  Por su parte, la Ley 1437 de 2011, por la cual se expidió el actual Código Contencioso Administrativo, en lo que respecta a la sanción administrativa no fue mucho lo que aportó en cuanto a la definición y su reglamentación, pero sí avanzó al contemplar, en el capítulo III (artículo 47), el procedimiento administrativo sancionatorio para los sectores que no hayan regulado la cuestión.




  De las propuestas de definición de sanción administrativa expuestas, identificamos que existen tres elementos que son comunes en todos los intentos de conceptualizarla. Nos referimos a la carga que se le impone al individuo, el gravamen que debe ser consecuencia de una conducta lesiva a un bien jurídico protegido en una infracción administrativa y el poder que ostentan las autoridades administrativas para imponerla, de acuerdo con las normas y principios que rigen la actividad sancionadora (Ramírez Torrado, 2007a, p. 275).




  De este modo, la sanción es un signo de la autoridad represiva, que se acciona frente a cualquier tipo de perturbación que se ocasione, y se traduce en el poder para reprimir a los individuos, sin hacer la distinción entre relaciones de sujeción general o especial, por las infracciones al orden jurídico-administrativo. Su objeto es, según Suay Rincón (1989, p. 56), el de “reprimir una conducta contraria a Derecho y restablecer el orden jurídico previamente quebrantado por la acción del trasgresor”, y aun cuando tenga su naturaleza represora, persigue una finalidad preventiva (C-597/1996).




  Hay que destacar que no toda medida desfavorable asociada con la realización de una actividad reprobada por el ordenamiento merece la calificación de sanción (Ramírez Torrado, 2007b). El orden jurídico como organización dispuesta a lograr una eficacia material prevé una serie de instrumentos destinados a facilitar su realización (Carretero Pérez, 1995). Solo por mencionar algunos de este tipo: medidas restitutorias de la legalidad, la responsabilidad civil, las medidas provisionales, la confesión presunta, la acción de repetición, la privación de beneficios, los intereses moratorios, la constitución de garantías, la doble instancia o la responsabilidad fiscal.




  En cuanto al tipo de sanciones que se encuentran en los diferentes sectores, tenemos que al interior del derecho disciplinario las sanciones más comunes son: la suspensión, la destitución o separación, la inhabilidad y la multa; excepcionalmente podemos encontrar la amonestación o reprensión escrita. En el campo correctivo, la sanción más común y la que con mayor frecuencia se impone es la multa, sin embargo, también se encuentran otras sanciones, como decomisos, interdicción de derechos, destrucción de las cosas, demoliciones, suspensiones de obra o cierres de establecimientos.




  
3. ALCANCE DE LA SANCIÓN ADMINISTRATIVA EN EL

DESARROLLO DE LA DOCTRINA CONSTITUCIONAL




  
3.1. AUTONOMÍA DEL LEGISLADOR PARA DEFINIR LA NATURALEZA DE LA RESPUESTA PUNITIVA Y EL TIPO DE SANCIÓN ADMINISTRATIVA





  En este sentido, el legislador tiene total libertad para decidir no solo el tipo de sanción a imponer, sino la naturaleza de la misma. Así en el juicio de valor que está llamado a realizar, el Congreso deberá decidir si el bien jurídico que busca proteger debe merecer la protección del derecho penal y/o del derecho administrativo. En el evento que se decida activar los dos ordenamientos (administrativo y penal), es viable que cada uno de ellos imponga sanciones iguales. Esto último es muy frecuente que ocurra con la multa o con la suspensión de licencias (C-712/2009).




  
3.2. MEDIDAS CON CONSECUENCIAS NEGATIVAS PARA EL ADMINISTRADO QUE NO TIENEN LA NATURALEZA DE SANCIÓN





  Como se expresó en líneas anteriores, no todas las medidas que tengan efectos negativos son sanciones. En materia ambiental, son comunes las medidas que buscan que se reintegre o al menos que se recuperen las cosas al momento anterior de la comisión de la infracción, dada la importancia que cobra para la sociedad y las futuras generaciones este bien jurídico (C-401/2010). Estas medidas tienen una naturaleza técnica, por eso la autoridad ambiental es la que debe, en cada caso, definir la solución que se debe adoptar, teniendo en cuenta que la medida debe ser siempre proporcional a los hechos, so pena de los controles administrativos y judiciales a que haya lugar (C-632/2011).




  En el caso de las multas coercitivas, que buscan forzar al individuo a que cumpla con cierta obligación, en criterio de López-Nieto y Mallo (2002) no son sanciones y no se oponen, por tanto, al ejercicio del poder sancionador, sino que se desarrollan en el marco del ejercicio de los poderes administrativos de ejecución (González Pérez, 1993). En este sentido, la Corte Constitucional ha afirmado que esta “medida incentiva el pago de las multas adeudadas y conlleva a que las sanciones impuestas tengan una consecuencia real para aquellas personas que incurrieron en comportamientos sancionados por la normatividad de tránsito” (C-017/2004).




  De otra parte, las medidas cautelares tienen por finalidad garantizar que los derechos se ejerzan, “impedir que se modifique una situación de hecho o de derecho o asegurar los resultados de una decisión judicial o administrativa futura, mientras se adelante y concluye la actuación respectiva” (T-788/2013), lo que de otra manera quedaría sin la protección. Su naturaleza es preventiva, por lo que se puede declarar en cualquier momento del proceso, con efectos inmediatos, sin que contra ellas procedan recursos (SU-447/2011).




  
3.3. DE LAS INHABILIDADES PERMANENTES O INHABILIDADES CONSECUENCIALES





  Este ha sido un tema puesto bajo la lupa de la Corte Constitucional, en el caso concreto de las sanciones perpetuas que se pueden imponer por reincidir en la conducta, en el campo de la regulación para las medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 1993 (C-1016/2012).




  A juicio del intérprete constitucional, luego de realizar la diferencia de los distintos tipos de inhabilidades4, en nada se viola el principio de la prohibición de sanciones perpetuas cuando la persona ha reincidido, pues, en su interpretación, aquélla ha tenido el tiempo para desvirtuar la sanción y no lo hizo. No obstante, esta posición se centra en la oportunidad o no que ha tenido el administrado para desvirtuar la respuesta punitiva y no el efecto de permanencia en el tiempo que realmente tiene la sanción (C-1016/2012).




  Contrástese el caso descrito con la postura adoptada por esta misma institución cuando establece que no se quiebra el principio que prohíbe las sanciones permanentes, en el supuesto de la exclusión del ejercicio de la profesión a los abogados, ya que la sanción es determinada; y las providencias que encuentran que se quebranta el principio (de interdicción de sanciones perpetuas) en el caso en que se elimina indefinidamente la posibilidad de acceder a las actividades económicas lícitas (SU-157/1999). En su entender, la exclusión del ejercicio de la profesión se permite, ya que tiene una limitación temporal, además de que el abogado, excluido del ejercicio de la profesión, puede acudir a la figura de la rehabilitación (C-290/2008), que es un derecho que tiene y no una decisión discrecional de la autoridad disciplinaria (C-290/2008).




  
3.4. LAS SANCIONES MORATORIAS





  Son aquellas respuestas de la Administración a los administrados que no cumplen sus obligaciones en tiempo, y que por anticipado contemplan las consecuencias moratorias por el incumplimiento, de acuerdo con las tasas establecidas en la ley. A juicio de la Corte, la naturaleza de la medida es acertada, en la medida en que resarce no solo la pérdida del poder adquisitivo de la moneda, sino también los perjuicios causados, y con ello se evita un proceso para determinar el monto de los mismos (C-231/2003).




  
3.5. DE LA SANCIÓN ADMINISTRATIVA DEL DECOMISO





  Este tipo de sanción es empleado en diversas normativas sectoriales, por ejemplo ambiental, aduanera o tributaria. Y puede tener diferentes modalidades, una es el decomiso permanente y otra, el provisional. Este último permite retener temporalmente un bien, que de no ser reclamado en los tiempos previstos podrá ser objeto de declaración de abandono. En el supuesto del decomiso definitivo, la autoridad administrativa priva de la propiedad del bien a su titular sin indemnización alguna, por estar vinculado con la infracción objeto de sanción o ser el resultado de su comisión (C-329/2000).




  En este tipo de sanción se ha discutido principalmente la posibilidad que tiene una autoridad administrativa de privar de la propiedad a los administrados, vía decomiso definitivo; asimismo se ha analizado el decomiso en relación con la extinción de dominio.




  En el primer caso, la Corte Constitucional ha aceptado, la mayoría de veces, que es viable el decomiso como sanción administrativa. No obstante, esta posición se ha quebrado cuando, en providencia C-674/1999, interpretó que la privación de la propiedad era una función que solo les correspondía a las autoridades penales, dado el mandato constitucional contemplado en el artículo 34.5 Frente a lo anterior, la Corte acepta, en la misma decisión, la viabilidad del decomiso temporal como sanción administrativa.




  En lo que corresponde con la distinción entre la extinción de dominio y el decomiso, la Corte ha sentado los criterios diferenciadores de una y otra figura, entendiéndose que la extinción de dominio puede solamente ser impuesta por las autoridades penales, mientras que el decomiso lo será por autoridades administrativas, por tal motivo, la decisión que adopte esta medida podría ser revisada por la justicia contencioso administrativa. En cuanto a la finalidad, la extinción de dominio cuestiona el modo como fueron adquiridos los bienes, mientras que el objetivo del decomiso es evaluar el uso y destino de los recursos (C-364/2012).




  
3.6. IMPOSIBILIDAD DE IMPONER SANCIONES QUE PRIVEN DE LA LIBERTAD





  La jurisprudencia de la Corte Constitucional, al respecto, ha sido uniforme en cuanto ha sostenido que nunca la sanción administrativa podrá interferir la libertad física de sus destinatarios. La sanción podrá consistir en una imposición de gravamen o carga patrimonial pecuniaria del destinatario, que puede ser una persona natural o una persona jurídica; en restricción de algún derecho subjetivo, pero nunca bajo ninguna circunstancia recaer en la restricción de libertad, debido a la reserva de ley que a nivel constitucional protege ese derecho (C-175/1993, C-024/1994, C-212/1994, C-189/1999, C-329/2000, C-506/2002, C-530/2003 y C-703/2010).




  
3.7. DEL TIEMPO QUE PUEDEN ESTAR PUBLICADAS LAS SANCIONES EN REGISTRO O BANCO DE DATOS





  A diferencia del caso de las inhabilidades permanentes, la Corte Constitucional ha tenido otra postura cuando se trata de la limitación del tiempo de publicación de la sanción. Para ello, se han basado en la teoría del perdón, no solo a los administrados que aparecen en los bancos de datos por deudas financieras, sino las sanciones (a los empleados públicos, particulares que cumplen funciones públicas o contratistas) publicadas en los registros que para los efectos lleva la Procuraduría o en su momento el Departamento Administrativo de Seguridad.




  En este caso, los registros de las sanciones impuestas han sido analizados a la luz del derecho al hábeas data, en donde se ha afirmado que la información personal negativa está sometida al principio de caducidad, y por ende el acceso a ella, vía base de datos, está limitado en el tiempo En caso contrario, se sometería al administrado a los efectos negativos de dicho registro (SU-458/2012).




  Sin embargo, no resultan claros los argumentos para defender implícitamente, en este caso, la prohibición de sanciones perpetuas, y en el caso de las inhabilidades permanentes defender su no restricción en el tiempo. A simple vista resulta, al menos, igual de gravoso aparecer sancionado en un registro público que no permitirle al administrado trabajar, con el Estado, de forma indefinida. Pues la posibilidad a una sanción permanente está limitada solo en el primer caso (C-1066/2002).




  
3.8. DE LAS SANCIONES QUE SE CALCULAN EN PORCENTAJE, SALARIOS MÍNIMOS, O LAS TASAS DE CAMBIO





  En algunas ocasiones se ha planteado la constitucionalidad o no de las sanciones cuando estas se calculan en un porcentaje de una operación, salarios mínimos o las tasas de cambio, frente a lo cual se ha determinado la exequibilidad de las sanciones, en tanto no se altera la certidumbre del alcance de la respuesta punitiva. Sin embargo, la Corte Constitucional se ha detenido a analizar cuál es el momento en que se debe realizar la conversión en pesos. ¿Será acaso el de la tasa de cambio del día de la comisión de la infracción o el del día efectivo de la imposición de la sanción? Frente al tema, la Corte ha sido clara al determinar que el tiempo para establecer la conversión debe ser el de la comisión de la infracción administrativa, pues no habría certeza de cuál sería el salario mínimo mensual o la tasa de cambio vigentes para la fecha en que se formule el pliego de cargos (C-475/2004).




  
3.9. EXIGENCIA DE QUE LAS SANCIONES Y PROCESOS SE ENCUENTREN EN LAS LEYES





  De esta demanda se deriva igualmente que los tipos administrativos como sus correlativas sanciones y procedimiento se encuentren previstos en la ley, y que no es función de las autoridades administrativas y tampoco de las judiciales contemplar el apartado sancionador. La Corte Constitucional ha exhortado, en alguna ocasión, al Congreso, para que legisle sobre el particular (C-442/2009).




  
3.10. LAS REMISIONES SE PODRÁN REALIZAR A NORMAS PRIVADAS, CASO DE LOS ESTATUTOS SOCIALES





  Una excepción al principio de reserva de ley (que exige que en una ley se contengan los tipos de las sanciones, procedimientos, autoridades y supuestos de hecho, y que prohíbe directamente las remisiones en blanco) es el de los casos de las infracciones contenidas en los estatutos en el sector financiero.




  En este caso, la Corte Constitucional ha admitido que se justifica la remisión en blanco, en la medida en que, primero, se trata de una actividad que maneja recursos del público y, asimismo, se trata de personas que se encuentran bajo una relación de sujeción especial, por lo que conocían los estatutos sociales que regían la relación. Además del hecho de que estos últimos distan de ser una mera expresión de la voluntad privada, ya que han sido previamente aprobados por la Superintendencia (C-860/2006).




  
3.11. DE LAS SANCIONES PREVISTAS EN CONTRATOS





  En este supuesto, la Corte Constitucional ha adoptado una postura del Consejo de Estado, en donde interpreta conjuntamente dos instituciones: por un lado, el ius puniendi, en concreto el principio de legalidad en el ejercicio de la actividad sancionadora, y, por otro lado, la autonomía de la voluntad. Por lo que se exige únicamente que la ley contenga la autorización para sancionar.




  Es en la hipótesis en donde se presenta una mayor delegación de la potestad sancionadora, pues en el caso de las relaciones de sujeción especial, donde suele admitirse una mayor relajación de los principios, se exige que sea una ley la que contenga los supuestos mínimos de la actividad sancionadora (C-726/2009). Aquí lo que se debe considerar es la real autonomía e igualdad de las partes para la redacción del apartado sancionador.




  
3.12. LAS SANCIONES DEBEN SER CONSECUENCIAS DE UN PROCESO





  Como lo ha expresado la Corte, aun cuando es posible plantearse la imposición de sanciones de plano, producto de acoger principios de eficacia y celeridad que presiden las actuaciones administrativas, éstas están obligadas a respetar la prevalencia de los derechos fundamentales, entre ellos la presunción de inocencia. Entonces, aun cuando la norma no prevea un procedimiento, éste se deberá realizar siguiendo las disposiciones que para el efecto contiene el Código Contencioso Administrativo: “Un acto sancionatorio desprovisto de un proceso previo es un acto arbitrario, contrario al Estado de derecho, previsto en la Constitución” (C-005/1998).




  A lo que ha añadido la misma Corte, en la providencia C-851/2013:




  

  (…) se requiere una investigación previa, se debe surtir un proceso en el que las partes presentan pruebas y alegan de conclusión, y una vez proferida la decisión, que consiste en una resolución motivada, las sociedades podrán interponer los recurso previstos en la ley contra los actos administrativos.







 
3.13. ¿QUIÉN ES EL ENCARGADO DE IMPONER UNA SANCIÓN DISCIPLINARIA?




  En esta ocasión, la Corte ha resuelto quién es la persona encargada de colocar las sanciones en materia disciplinaria: o bien el nominador del sancionado o la Procuraduría. Pues a diferencia de lo que ocurría antes de la Constitución de 1991, en donde el ente de control solo podía solicitar, hoy tiene competencia prevalente para “suspender o destituir, según el caso y previo el adelantamiento del proceso disciplinario correspondiente, a cualquier servidor estatal” (C-057/1998).




  
3.14. SANCIONES ADMINISTRATIVAS Y LOS PROCESOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO





  La viabilidad de que las decisiones administrativas, que terminan con la imposición de una sanción administrativa, puedan ser conocidas por las instancias judiciales pertinentes se justifica no como una tercera instancia, sino en la oportunidad de verificar la legalidad del acto. En últimas, para determinar la validez jurídica de la decisión administrativa.




  Para el caso de la prueba, no es que en el proceso ante la jurisdicción sea una prolongación del trámite administrativo, y se valore de nuevo la prueba, sino que el proceso judicial se convierte en el espacio para comprobar que aquélla se ha ajustado a las garantías constitucionales, pudiéndose excluir cuando es manifiestamente ilícita o producida con violación al debido proceso o de las garantías fundamentales (C-401/2013).




  
3.15. LA CADUCIDAD EN EL CASO DE LAS SANCIONES ADMINISTRATIVAS





  La potestad sancionatoria no puede quedar indefinidamente abierta, y si el Estado no ejercita el derecho que tiene de adelantar y fallar la investigación en el tiempo fijado por el legislador, ya sea por desinterés, desidia o negligencia, no puede el administrado sufrir las consecuencias que de tales hechos se derivan.




  Lo anterior, pues existe la obligación de adelantar las investigaciones, sin dilaciones injustificadas, que se aplica a toda clase de actuaciones, y por consiguiente la justicia impartida con prontitud y eficacia no solo debe operar en los procesos penales —criminales—, sino en los de todo orden: administrativos, contravencionales, disciplinarios, policivos, etc. (C-244/1996; C-641/2002).




  Ahora bien, en cuanto hace referencia al régimen legal de la potestad sancionatoria de la Administración, de acuerdo con lo previsto en el Código Contencioso Administrativo, la regla general aplicable es la contenida en el artículo 52 del CPACA, de conformidad con el cual:






Artículo 52. Caducidad de la facultad sancionatoria. Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la facultad que tienen las autoridades para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el acto administrativo que impone la sanción debe haber sido expedido y notificado.




Cuando se trate de un hecho o conducta continuada, este término se contará desde el día siguiente a aquel en que cesó la infracción y/o la ejecución (C-401/2010).
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